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tra-':ls,noria del Acuery:lo. ya .que la regulación de la DisPosición
AdIcIOnal de la menCIonada Ley esta pensada pa"\, la aplicación de
la nueva regulación contenida en el Acuerdo. .

Por ~tra parte, es de destacar'la divergencia entre las posturas
mantenidas et;t relación CO!J esta cuestión, de un lado. por el
Juzgado de Prunera Instancia, y de otro, por la propia representa·
ción de Ja esposa hOy personada en los Autos. El 'Juz..do de
Primera InstanCia adl1'J,lte eJ recurso:.de""ttposjción por.providencia
de 21 de enero de 1983, pero. posteriormente, a la viSla del ell(:rito
presenta.do por la repre~ntaeió~de doña Rosa Maria Gil, deja sin
efecto dtcha providenet!' y dec:Ilíla $u inadmisión !JO' Auto d. 29
d~ enero s~1;lIente. considerando que ,o.nde aplic8Clón las Disposi~
Clon.s Adicionales. segunda y _. de la Ley 3011981. Por su
parte, la representación de doña Rosa Maria Gil mantuvo .n la via
judicial ordinaria la jmprocedencia del recurso.de.reposicióR·.pot..
esllmar proced.nt. directam.nte el recurso de apelación al tratarse
a su entender. de un Auto resolutorio. de incidente comprendido e~
el artIculo 382 de Ia'Ley d. El\jbiciarnieoto Civil (escritos presenta­
dos ante ~I Juz¡ado en fecha de 2S de .nero de 1983). mi.ntras que
~n el esento presentado ante .ste Tnbunal por el que dice formular
excepciones de ,carácter previo' en el .recurso de amparp no
mantiene exactamente la misma posición, pues une la extempo....
neidad del recurso de aJ!1paro a la 'fecba de notificación'de1 Auto
lmpuanado. dando lmphcltamente por ~upuesta la no proeedencia
el. recurso alguno, y al mismo tiempo sosti.n~ la procedencia:del
recurso d. r.posición y POSteriOl de apelación frente al Auto de 29
d. enm de 198> q~ inadmite .1 recUrso de reposición frente al
Auto de 6 de dicil:!t!bre.de 1982,.aJepndolos artículos 377 y 380
de la Ley d. El\Ju.cilftDi.oto Civ.l .'..

Quinto.~Ant.esta situación. que pone de manif18ltG la dificul-·
tad 9u. presenta la determinación del re¡im.n de recursos, es
PrecISO recordar la doctriDa de este Tribunal Constitucional en el
sentido de qu••l asotami.nto de los recursos utilizabl.s deotro de
la via judicial -requisito establecido.•n el artículo 44.l.a) de la
LO.T.e.- se repere a los medios pi'ocesales que razonablemente
puedan ser conocidos y 'iiercilados por los litigantes.a fin de que los
ófI8nos del poder judiCIal a. los que corresponde la tutela cen.ra!
de los derechos fundam.ntales poedan cumplir su función. dado .1
carácter subsidiario del recurso de amparo, y no eXÍl" d.l ciudada··
no que supere unu dil!cuItades de interpretación que .xcedan de
lo razonable. . • .

Por ello, interpuesto.l nicurso de reposición con invOcációB del
articulo 24.1 de la ConStitución y declaradi la inadmisi60 a trlmite
d.1 mismo por Auto .de 29 de .itero de 1983, cabe entender que
dicho Auto pUSQ ~rmino a la via judicial ordillaJia. Es, Púes. a
partir ~ ....momento detde .1 que ba de con""'" el plllZG de.
ve.nte ~fiJado.o.1 art. 44.2 dé la LO.T.e.. poi' lo que ha de
concluirse que la preientación de la demanda.d. amparo no ha sido
extempo1'áJlea. ,- _' --

Sexto.~Lacuestión de fondo planteada .n .1 presente recurso es
análOl8 a la su~tada .n .1 recurso de amparo 131/1982, .n .1 que
recayó la Sentencia 66/l98.Z. dc.12 de nov.embre. En ambos cuoo,
como señala la parte recumonte' y el Ministerio Fiscal se trata de
la aplicabilidad del re¡imen transitorie> previsto .n la Disposición·
transitoria _nda del Acuerdo .ntre el Estado .spa4e>1 Y la Santa
Sede de 3 de enero dé 1979, ratificado .1.4 de diciembre del misio...
año, ~ el ·ClIaiIa$ sentencias dictadaL por los Trillunalés
~ásticos en las cáUSlS de declaración· de nulidad de matl'iJm>o
n~os ~ónicos que estin pendientes ante lOS: mismoS al entrar en
vllor el Acu.rdo tendrán .fectos civiles a tenor d. lo dispuesto.o
el articulo XXIV del CoDCotdadi> con la San", Sede de 27 de asosto
". 19S3, ló que siJiti/ica qtie, a di~, dé lo est8blecido .... el
artículo VI.2 d. dicJ¡0 Acu.rdO y .•n la Disposición Adicional
segunda d•. la Ley 30/1981, de 7 de julio. bastará la comunicación
de la Sentencia al :rrib~na1 civil competente, quien decretará le>
neces&nO para su eJ8C11C1ón en cuanto a los .fectos civiles..
. En el presente caso. lo mismo que en resuelto por la Sentencia

CItada, "! .causa de. declaración de nulidad estaba pendi.nte ante la
JUnsdlcclon ecle~~uca en el momento de la entrada en vigor del
Acuerdo -4 de dICiembre de 1979-; pues la demanda se int.rpone
el 27 de marzo de 1979, aUB cualldo la Sent.ncia se d.cte .1 12 de
junio de 1981 y sea conftrtnada en apelación por Decreto del
Tnbunal de la Rota de S d. jllllio de 1982. .

Tanto en uno como en 4?~ sUP,uesto, no obstante ser de

10382 .. Pkno. RecurSo p,ev{od~ intonÍfitucionalidad n~.......·
&72/1984. S~nt~ncia nr.....ir> 66/198S, dR 2) d~ mayo.

El Pleno del. Tribtinai Constitucional; compuesto por dón
Manuel Garéia-Pelayo y Alonso,_Presidente; don Jerónimo Aroza..
mena Sierra, don A~l La~ Se&ura., don Manuel Diez iIe
Velaseo Vallejo, don FranciscoRubio1.10rent8, de>ila OlóriaBqtí6'
Cantón. don tuis Diez Picuo y Ponce de León, don franciseo
Tomas y Valiente.. don Rafael Gómez-ferrer Morant. don Angel

.'

,.

apl~c~ci6ri.el_ ~lI!e'n transitorio. -p!"cv~sto, el Juez civil tramita l~
soh~rtud de_eJecucIón a efectos Civiles de la sentencia canónica.. de.
n,uhdad .~atnmoniat de acuerdo con lo eslablecido en la Disposi..
clón AdiCIonal !!"funda d. la Ley 30/1981, de 7 d. julio, y denie..
la ejecución soliCitada. Y en ambos casos los recurrente&'estiman
que .sta forma d. proceder d.r Juzgado competente vuln.ra el
articulo 24.1 de la Constitución.

Séptim!"--pada la identidad de l!ls supuestoS de hecho y del
probl.ma ¡und.co plant.ado, la dóctrlDa contenida: .n la Sentencia
66/1982, de 12 de novi.mbre,.s aqui aplicabl. y lleva a concluir
que .1.1~ d. Prim.ra InslaDcia vuln.ró el artículo 24.1 de la.
Consutuclón ~. aplicar _~ m~ncionada: -Disl?O~ición Adicio.nai y
dea~ la soücltud d••jecuClón a .fectos Civiles d~ 1& ....teoci.. .•can6mca. . _--,'o • .. - ","

t. La Une.. itrgumeatal iMo..· 8PGf1l. die.': ~ft",. •.llIioa, ft Il1ÍIC,.,.; ·
,l8nede la si&!\iettt. fontUl! .•.. ~. - ....,: 1

~) Aun cuando la determi~acióBcÍe la ~';""ativa ~p1icabi. ~. ..
su lOterpret8Ctón corresponde a la jurisdicción ordinaria por ,"
tratarse de una cuestión de mera lepJidad~ se convierte en materia' '
constitllcional si de.. ella deriva tí vulneración de- un d.erecho ...
fundam.nta!. ". . . .

: b) .El derecho a la tutela .feotiva no agota su contenido en. la i
~JUI!OIlCUI .de que .1 IRteresado ten.. acceso a los Tribunales d.'
JUOltCta y pueda ante .lIos d.r.nder su pretelt1ión jurídica en ~

. ilúaldad con ~ otro partes, ni se limita a garantizar la obtención
de una ~luClón de fondo fundada .n derecho; exige también que
el fallo JUdicial se cumpla, pues lo· contrario seria convertir las
decisiones judiciales y el reConocimiento de los derechos que ellas
comportan ea favOl de aJauna de las partes en m..... declaracion..
de mteDct..-. ... .

cl. El proceso de reconocimiento d••fectos civil.. a las·
seDten~al y resoluciones de los Tribunales eclesiásticos que~
.1 articulo XXIV del Concordato es equipatabl. al de ejecución d.
una Sentencia o resolución judicial. Por .110, .1 reconocimi.nto de
.fectol civiles a las sentencias canónicas que deriva del régimen ~
transitorio previsto .n la DisposicióB transitoria segunda d.1
Acuerdo de 3 de .nero de 1979 ha d. encuadrarse d.ntro d. la j
exi,encia constitucional conte,nída en el artículo 24.1 de la Consti- I
tUCIÓn. ..' 1

d) POI lo tanto; .n el presente caso, en'el que concurren las .
circunstancias previstas en .Ia mencionada Disposici6A transitori.·
_tremo que no es Cuest1ooado-, la neptiva del Juez civil a
proceder a diebo reconocimiento.n los términos Iegalm.nte fijados
supone una VU!Jleraci6n del meDcio~o precepto constitUcioq~l;~'
ea consecuet1C1a, procede el otorpmtento del amparo sóliCl _.
por el recurreale; '. .

•
FAl.tO

En atención a todo lo expuC5to, el Tribunal· Constituciorial,
POR lA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE lA CONSTlTU··
CION DE lA NACION Ej¡P~ÑOlA, ..

. Ha decidido:

Oto"", .1 amparo solicitado y, .n su virtud. anular el Auto de- .
6 de diCIembre d. 1982 d.1 JuzlÍ8do d. Primera InstaDcia nú_'
22 de los de Madrid. que declaró no haber lugar a la .ficacia en .1
orden civil da la sentencia canónica dietada por el Tribunal·,
eclesiástico de MadrJG.AIcaIá respecto al matrimonio contniídc> '
entre don J~ Ramón Castilla Prados y doña Rosa Maria Gil ySo....., d.volvi.nd!' los Autos al refurido Juzgado a fin de que
proceda a la elecUCIón de la Sentencll\ según el Derecho del Estado
que.resulta aplicable al caso, teniendo en cuenta el momento en que '4
se. inició el proceso ante el Tribunal eclesiástico, lmterior a la t

entrada .n via<>r d.l Acuerdo juridico con 1& santa Sede, d. 3 'de. .í
enero d. 1979, .

Publíquese esta sentencia en ~l .Boletín ÓP:cial del Estado».

Ma~rid • 23 de mayo de 1985.-Manu.1 darcia-Pelayo Alon·
.so.-AnceILatorre Segura.-Manuel Diez de V.lasco Vsllejo.-Gloria
Besu. Cantón.-Rafa.l Góm""Ferrer Morant.-Arigel Escud.ro d.1 .~.
CorraL~FirmadO$ y rubricados,' •

Escudero del Corral, don Antonio Truyol Serra..y donFrancilco
Pel1l V.rdaauer, Maai.t....w...11a proPllDciad<>.

EN NOMBRE DEL REY •
la sigui.n... . • . .
'.e', .' o • SENTENCIA' ,'l. .,' v::I

... ,in ~I '~urs'; prev'i~ 'de i~~nstitw;lonalidadn~rn~8~2/19~
Interpuesto por don ,José María Ruiz Gallardón y 53 Diputad...OS;

1
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l. ANTECEDENTES

más, contra el texto definitivo' de la proposición de Ley orgániCa
derogatoria del capitulo 11, <1el titulo VI de la Ley orgánica 2/J979,
de 3 de octubre,. reguladora del Tribunal Constitucional. En el
recurso de inconstitucionalidad han sido parle los Diputados
recurrentes y el Abogado deJ Estado, y. ha sido Ponente el
Magistrado don Francisco Rubio L1orente.., quien expresa el parecer
del Tribunal.

mismo recurSo que..se qu.iere wprimir. Así se deriva del examen de
la discusión parlamenlaria de la proposición ahora imp~nada. en
cuyo curso la oposición presentó diferentes enmiendas. lénden~es a
conqirla actual regulación del recurso, salvando su mantenimiento.

Ha de advenirse. de otra parte, que la ioconstitutionaJidad que
se denuncia no deriva de la contradicción e:tpresa de una disposj.
ción de la norma fundamental por parte de la proposición de Ley
recurrida. Para apreciar aquella violación de la Constitución basta
con constatar los efectos re¡resivos que tendria la entrada en vigor
de este texto, no -ya en cuanto a los derechos de las minorías

Primero.-Con fecha 6 de diciembre de 1984 concluyó, en el. parlamentarias. sino, lo que es más importante, en lo relativo a la
Senado. la U'amitaci6n parlamentaria de la proposición de ~y protecci6n y pranlía del desarrollo _legislativo de los derechos
orgánica. por la que se deroga el capitulo JI del titulo VI de la Ley fundamentales y libertades p(lblicas del titulo I de la Constitución.
orgánica 2/1979, de 3 de oetubre. reguladora del Tribunal Constitu- regulables medíanle Ley orgánIca (art. 81.1 de la Constitución).
cional, siendo aprobado, sin modificaciones, 'el texto remitido por Como esdaro que hay más securidad jurídica con el recurso previo
el Congreso .de los Diputados. . que sin ~l, su supresión atentaría a los niveles alcanzados en la

El día 11 del mismo mes, don 'Jose Maria Ruiz Gallardón y 53 prantía de este principio reconocido por el aniculo 9.3 de la norma
¡ Diputados más, actuando de conformidad a 10 dispuesto en el fundamental. .
t arto 79.1. de la Ley orgánica de esle Tribuna~ interpusieron ·Sobre lo dicho. tampoco la finalidad perseguida por esta
,~ recursopr.e\l'io de incoastitucionalidad contra el mencionado teJtto. Proposición se muestra como constitucionalmente lícita. lo que

Los recurrentes pidieron la declaración de inconstitueionalidadde acaso podría apreciarse si, para evitar laS p(ácticas obstruccionistas
la totalidad de la proposición de Ley. solicitando, asimismo, con seAaladas, se hubiera oPtado por reformar, no por suprimir. el
invocación del art, 88.1 de la wtc,"9ue PQr el Tribunal.. recuno;La decisióQ supresora viene, asi, a .... equivalenle a la que
recabase de las Cortes Generales él expediente de elaboración e1e1 pOdrla pretendene adoptar mediante la derogación de·determina­
texto impugnado. . .. '. .' .. dos derech.... CQIDQ el d.a manifestación, sólo porque pueda hacerse

Segundo.-La pretensión antedicha de los Diputados recurrentes de eIJos un tmpleo abUsivo. _
le fundamen~ba en. las CODsideracioneo que, resumidamente, ·Por último, la Proposición de lzy recurrida lesiona despropor-

~'siauen: cionadaniente bienes constitucionalmente protegidos, como son los
derechos y libertades susceptibles de ,qulaciónpor unas leyes·

l.' La aprobación por el PocIer Leaislativ~ de la proposición orgánicas que pudieran .... objew e1e1 recuno qúe pretende abolirse.
. de Ley impugnada ha supuesto una violación del principio ele La desproporción en el dailo viene dada, se¡ún ya se dijo. por el

interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos, rec<>Jido en' empleo de una medida excesiva, como es la (\erogatoria, cuando el
él art. 9.3 'de la Constitución, al concluir en, una supresión del .propósito de la Proposición .I>ien pudo haberse alcanzado sin
reCurso previo de inconstitueionalidad que -rontriria el llamado necesidad de llepr a la supresión queabora se impuana.

. «bloque de Constitucionalidad» (lÜt. 28 de la WTC). De este 2.' La supresióli del recuno previo supone, en seaundo lugar.
~.modo. una mayoría PQlítica ocasional ha venido a coutrariár lo una minoración de las .prantías que han' de ácompañar a las

dispuesto en el art. 1.0 de la Ley orgánica del propio Tribunal materias propias de las·LeYes orgánicas frente a actos inconstitucio­
Constitucional (sometido 0610 a la Constitución y a la presente Ley nales irreversibles. LO·eXistencia <,\e un recurso· previo de incónsti­
orgánica), quebrantando el acuerdo constitucional y propiciando _ tueionalidad es, de este Dlndo, lina txi¡encia para la adecuada .
una reforma encubierta de la Constitución, que habrá de privar a protección,de los,derechos, libertades e instituciones regulables por
las minorfas de sus prantías. Al mismo tiempo, esta Q1isma Ley orpnicil, '1 en prevención deJas situaciones irreverSibles a.que
decisión legislativa deja siD salva¡uarda a todos los ciudadanos daría lugar la mmediata vi¡encia de disposiciopesincQnstituciona.
contra actos iDconstitucionales irreparables, con 10 que se viene, les en estos ámbitos. Por ello, la Le}' Que determina la supresión de
j¡¡ualmente, a vulnerar la seguridad Jurídica (art. 9.3 de la Constitu- este recuno incurre en violación Indirecta de la.. Conslitución al
clón).. - hacer desaparecer un instrumento de defensá de aquellos derechos

De acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal Constitucional e instituciones, y al posibilitar, por lo mismo, la eventual produc-
~ (espccificamente. Sentencia núm. 27, de 20 de julio de 1981, así ción inmediata de efectos irreparal¡les sobre unos y otras por parte

como Sentencia de 28 de enero de 1982), la Interdicción .de la de Leyes or¡¡Anicas que pudieran después ser declaradas conlrarias
arbitrariedad en la actuación· de ·los poderes públicos se impone a la norma-fundamental. En definitiva, el recurso previo está al
como limite tambitn al legislador. pudiendo apreciar el propio servicio de eStos bienes constitucionales, razón por la cual su
Tribunal Constitucional el respeto a esta exigencia por las Cámans, desaparici6n su~ndr6únamerma en las garantías de que gozan en
y sin que tal control quede limitado, como se dijo en la primera de la 8CtualidaUichos:,valores Ducleares. Esta merma, reiterando lo •
las. Sentencias citadas, a la eonfrontaci6n de la disposición legal, dicho, lleva a la incoDstitucionalidad de la norma deroptoria, que
controvertida con el precepto constitucional que se dice violado. la se considera porque cabe entender que la existencia de un recurso,
arbitrariedad puede derivarse de la conculcación del principio de a cuya in~rposici6n se ligan efectos suspensivos, es, en estas
igualdad (art. 14 de la Constituci6n), pero también se dará en otras materias, una exigencia implícita en la misma Constitución. En

J
. hipótesis, como cuando el acto del legislativo sirve a un fin ésta, la institución del recurso previo deinconstitucionaIidad no
.. constitucionalmente ilícito o lesiona, desproporci.onadamente, bie- podría ser objeto de lupresión, sino habilitando ,un sistema"
_ nes constitucionalmente garantizados. En estos términos, arbitraa sustitutorio de dicho procedimiento. que ofreciera iguales garantías

.. riedad es una actuación contraria a la justicia, a la razón o· a las para los derechos fundamentales 'y un control semejante de la
t· leyes. dictada por la voluntad o PQr el capricho. . regulación sobre las demás materias, nbjeto de regulacIón por Ley

l
En el caso presente, ha de examinarse la finalidad pretendida orgánica. . .

· por el autor de la disposición impugnada, por un legislador que no 3.' De otra parte, la supres!ón plena del recurso previo
· expresó, en rigor, sino la exclusiva decisión de la mayoría. Pues posibilita el fraude constitUCional, Consistente .en reformar la
· bien, aquella finalidad fue sólo la de impedir el obstruccionismo Constitución al margen del procedimiento previsto en su arto 168.

legislativo practicado, según la misma. mayoria. por la minorla Esto es asi porque, desaparecida la vía procesal que ahora se
parlamentaria. Que esto eo asi, lo evidencia tanto la exposición de defiende, nada impedirla a usa mayorla cualificada adoptar leyes
motivos de la proposición de Ley presentada J,X)r el Grupo que, pontrariando cualquiera de los preceptos constituciona;es
Parlamentario SOCialiSta como el textó de la Memoria que acampaa garantizados por aquella cláusula de ri¡idez, entrasen inmediala-

• ftó a esta iniciativa, 'e igualmente el tenor de las intervenciones del mente en vigor y rigieran hasta la posible resolución de un recurso
~. Portavoz socialista ante la Comisión ConstituCional y el Pleno del ordinario de inconstitucionalidad. Desde este punto de vista, es el
, Congreso de los Diputados. Sin emba'llo,1a medide supresora del propio eopit1tu de la ConstituciÓll, dispensadora de garanlÜ1s

recurso previo no se compadece ni ·cOn la Constftución, ni con la especiales a las materias regulables por Ley orgánica; el que
.'t finalidad misma perseguida por el I~slador. requiere la subsistencia de una instancia como el Tribunal Consti-

No se compadece con la ConstituCIón, en primer lugar, porque, tucional, y de un recurso, como el que pretende derogarse, que
si bien e! cierto que la previsión del recurso previo 'no era impidan «a radice» tales pos~bles'violaciones constitucionales.
contenido necesario de la Ley orgánica del Tribunal Constitucional, 4.- La supresión de este' recurso es contraria, también. a la
una vez intrQducido en esta Ley tal recurso, el mismo pasa a necesaria independencia del Tribunal Constitucional. El arto 165 de
integrarse en el bloque de la constitucionalidad, con la consecuen~ la .Cbnstitución -remite a ~na l.eyorgániC8» la regulación del
cia de que el legislador no podrá afectarlo sino mediante medidas funcionamiento del Tribunal, del Estatuto de sus miembros y del
adecuadas al texto constitucional, adecuación que no se da, - procedimiento y condiciones para el ejercicio de acciones ante el
claramente, cuando lo que se persigue es evitar un pretendido mismo. Didia Ley or¡ánica es boy la 2/1979, de 3 de octubre. en
obstruccionismo parlamentario.'De otra parte, la medida tampoco cuyo arto 1 se dispone que el Tribunal Constitucional es «lndepen­
es conforme a este mismo objetivo, porque, si lo que se busca es diente de .los dem6s órganos constitucionales», quedando s610
superar el obstruccionismo aludido, ello podria haberse alcanzado sometido «8 la Constitución y a la presente LeY orgánic&». Pues
de otras maneras, sin merma de la prantia dispensada por el bien,l~ actual Ley orgánica reguladora del Tribunal es eLoarámetro
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capital para el cumplimiento de sus funciones propias. de tal modo'
. que la refer.encia del señalado art: (. a la «pre~nte. Ley orgánica» no
puede entendef$e dirigida a cualquier Ley'aprobada con este
carácter. Lejos de ello; la vigente Ley orgánita ostenta un valor
supraordenado al resto del bloque de la constitucionalidad. situán­
dose en el vértice de éste. 0, en otras palabra!; de fonna interpuesta
entre la propia Constitución y el bloque dela constitucionalidacj.
Seria una estrecha penpectiv•. fonnal la que -sostuviera que esta
Ley puede modificarse por otFa; slii más exigencia que la de contar'
con la mayoría cualificada para·ello. Frente a esta interpretación,
ha de reaccionarse porque, de atoteF5e, habria también que dar por
buena la posibilidad de refurmar «ad nauseillFll' el Tribunal
Constitucional, incl.uso aunque -.uat- reforma conculcase las previsio-­
nes constitucionales más evidentes. Ha de concluirse; pues, con
que, en nuestro sistema constitucional, el Tribunal Constitucional
es el defendido por «una Ley orgánica», que es ela presente Ley
orgánica», a la que se refiere su propio art. l.o Esta conclusión. por .
lo demás, queda avalada por la doctrina establecida en la Sentencia
del Tribunal Constitucional de 14 de jumo de' 1984, que resolvió·
el recurso preYio cOntra el Proyecto de Ley orgánica de incompati­
bilidades de Diputados YSenadores, ya \Iue en esta resolución
tambi~n acogió el Tribunal una interpretaCIón literal de la Consti­
tución en un supuesto semejante en el que ésta: se remite a una Le,
determinada. . "-

La visente Ley orgánica, ensumÍl, define un sistema' de
organizaCIón de la Justicia: constitu(:ional. adoptado a ~r de un
acuerdo 'n~o entre laS fuetta5 politicas. Para vanár esta t:ey.
seria necesario que el' sistema diseñado en ella no. cumpliera los
objetivos constitucionales, o que fueracontrário a la norma
fundamental. Esta ioconstitucionalidad no existe, comQ declaró ya .
el Tribunal en el Auto resolutorio del recurso de súplica inteFJ?uesto
en el recurso contra'la Ley orgánica de Elecciones Locales y. por
ello, no existiendo razón Objetiva. que lo justifiq~ 'no estl en el
arbitrio del l~s1adorordinario modificar la Ley orgánica dél
Tribunal Constitucional. ,. . .

5.' Por último, ha de reconocerse que la. facultad de suspen­
sión se halla implícita en' la caracterización constitucionar del
Tribunal, AS¡, frenie a lo afirmado en fa,exposición de motivos de
la Proposición de Ley cuestionada, en orden a la falta de funda­
mento constitucional del recurso previo, o a su «dificil encaje» en
las previsiones del art. 91 de la norma fundamental, debe sostener­
se que la posibilidad suspensiva que se considenl eS una competen.. '
cia' implícita y, desde lue¡o, necesaria y conveniente para que el
Tribunal pueda desarrollar las funciones que tiene constituClon8J..
mente atribui~ . ~ ,". ' " . .", . '" '

. o.be seiIalané; en esle sentido, que concurren en la Jll!'vislÓlJ
lepl del recurso previo las nÓ!as doctrinalmente re<l.uericjá5; desde
la elaboración pnmera del Juez John Marshan,..,..,. I.dentificar una
competencia implicita en un órpOQ o institUCIón.' Así, la facultad
de- ~que se trata: no sólo no esti expre,samente excluida por la
<:onstitución, sino que su reconOcimiento, respecto' de las leyeS

.- Orgánicas, viene- a extender a las . decisiones del Itsislador la
previsión !Ie"'una posible suspensión, caso de recuRO, que la

,Constitución{lIFlL 161.2 y 95.2), y la propia Ley orgánica (arts. 56,
64, 77 y 35 a 37) ptev~n para otros procedimientos constitucíona-

, les, o. otra parte, nO puede ac:eptarie lo afirmado en la exposición
de motivos de la Proposición, en elsentido de qlJe la posibilidad
de -interponer un recunó pievio interfiere o puede interferir la
acción legislativa ceñ cualquier fase del procedimiento de creocióJl
normativa, lo que nO pemute la plena conformación de la voluntad
del OrIano Parlamentario». Frente a este asenocabe señalar que él
art, 79 de la LOTC establece diáfanameJlte el. momento de
interposición del recurso'y que tal acción, no incide neptivamente
tampoco en el ejercicio de la potestad legislativa de las Cortes (et1.
66.2 de la Constitución), toda vez que, si el Tribuna! apreciase un
vicio en el. texto a resultas <lel ejercicio de esta acción, no habria
limitación alllUna de la potestad legislativa, que no abarca la
producción de normas inconstitucionales. Antes al contrario. ~mo
acreditan diferentes' expcriena.s extranjeras, la previsión de un
cauce de recurso.previo a la promullación·de la Ley contribuye a
clarificar la vida y elordcnamkPto'jurídicos, evitando ulteriores
revisiones traumáticas.. (f. • . .'

En definitiva, la necesidad" reconocer al Tribunal ConstitlF­
cionalla facultad de suspender inicialmente)a entrada en vigor de
determinados Proyectos de Ley, vjene impuesta por la «plenitudo
potestatis» del Tribunal en su propia esfera. ·La función de
«supremo int!rpretc de la ConstitucióD», que corre.spQnde a éste,
s"8Ún el ano l de su Ley orgánica, no puede verse. mermada por el
cercenamiento de las facultades de suspensión,. no siendo défendi~
ble que tenp aqui menos potestades este órpno que cualquier
Tnbunal integrado en lajurisd,icclón ordinaria. Es.cierto que; en' el
ámbito de su viaente Ley orgánica. nO todos los, supuestos de
suspensión poseen el m.ismo fundamento, y que, de otra parte, la
encacia gener!'! que despli~n ras leyes es ra"". que pentnece a $11
misma esenCIa. -Pero tamblen los 'actos admlnlstratlvOS ¡ozan de
una presunción de validez, por la que son inmediatamente ejecuti~

vos, lO-Que no menoscaba ·la previsi6n de su suspensión por los
ólJlloos judiciales competentes en determinados casos. o. la
misma manera, el Tribunal Constitucional puede y debe acordar la
susPensión de la eficacia d.,. aquellas-Ieyes que, recurridas de
¡nconstitucionalidad, infrinjan, de fonna ,notoria, la Constitución o
puedan producir un peJjuielo de imposible o dificil reparación a los
derechos fund<tmentales y libertades públicas. -

Sobre la base de la fundamentación que precede, suplican los
recurrentes del Tribunal tenga por interpuesto el recurso, y dicte, en
su dio, Sentencia declaratoria de la inconstitucionalidad de la
totalidad de la Proposición dé Ley, estableciendo, en su caso, los
supuestos -adecuados de suspension, de 10$ textos- definitivos de·
proyectos o proposiciones de Ley oflÓllica que fu_n objeto de
recuno de inconstltucionalidad.-· . " .. .

Tercero.-Por providencia. de 12· de diciembre, la Sección
Tercera del Pleno acordó, de,conformidad con lo dispitesto·en el
an. 79 de la WTC y en las normas complementarias aprobadas el .j
14 de julio de 1982, tener por interpuesto el recurso, comunicártdo- r
lo as! a! ConJ1'C5O de los Diputados, a! Senado y al Gobierno. Se ,.
acordó, asimIsmo, recabar del Presideme del Senado el envio del '
texto definitivo de la Proposición de Ley orgAnica recurrida, y dé! i
Presidente del Consreso de los Diputados la remisión del expedien-
te de elaboración de la misma, y, sin8ularmente, de los diarios dé ,
sesiones correspondientes °a los días de debate y aprobación de la ~
Proposición impugnada. -. J

Cuarto.-EJi. nueva· Providencia de 16 de enero, la Sección 1
acordó tener por recibido del Senado el texto de la Proposición de 1.
Ley orgánica contra la que se dirige el recurso, y dar vista del ,
mismo a la parte recurrente, para <i,ue en el plazo de quince días;.
preéisase o ellmpletase la imp\Jlltactón.-' _...

Quinto:-Por Providencia de 6 de febrero; la Seccicjn acord6 j
tener por recibidlila documentación remitida por el Con¡reso de l
los- Diputados, así como admitir a trámite el recursga&dviO de ¡

inc:on.stitucionali~ una vez transcurrido el plazo Se om la .í,
.Providencia de 16 de enero, sin que por la parte recurrente se
hubiera utilizado la facultad de precisar o completar su recurso. Se
acordó. asimismo.. dar traslado del escrito inicial de interposición'
a! Con¡reso de los Diputados, al Senado y al Gobierno, al objeto .~
de que en el plazo común de quince. días pudieran personarse en' .)
el procedintiento i' formular alegaciones.. ..,.

Sexto.-En esento de 23 de febrero formuló sus alegaciones el
Abopdo del Estado, que pueden resumirse como si¡ue: , .

a) En ·cuaoto al primer moÍivo dél recurso, en el. que se
denUJICia la violación del art. 9.3 de la. Constitución, se echa en .
falta no ya una justificacióll, sino ilId..., cualquier CQ1lexión clara."
con los princiPIOS sancionados.- en dicho pre<fepto constitucional.
Esta carencia se hace evidente en los pasajes del escrito de los
recurrentes, en donde se alude a la l!JI necesidad. d.,. la previa
constataeión .<k la conculcación de ,un precepto constitucional­
concreto para concluir en la il<Jitimidad de la normá, planteantien- .j:.
tJl éste que muestra cómo las mvocaciones de normas constitllció-,
nales tienen en el recurso un metO valor, retórico, con olvido de lo·
dispuesto en el arL 27.1 de la LO:rC. El rec~, por lo tanto, parte
a'lul de una premisa iliexacta, COI11O' es la de pretender el e'liuicia- .¡
nt1ento de una nonDa o proyecto de norma en funciÓB de cnterios t
de nueVa oportunidad, .0 de. vapa referencias: a principioa de,

jus~~~ne, también, en _ primer ;"::~ue la í~nstitlJ- .,
cionalidad puede producirse CI1llIIdD el l' or, hap "" uso .~
indebido. de sus fac'!,1tadea dilictecionalea (desvia<:ión de. !'!'der). Í
Este traslado, SIn mancea, de Iu~ ie¡uladoras de la~ del ~
Gi_tivo, a la desenvuelta por roa órpnoa legislativos, no es
aceptable; el primero queda sujeto positivamente a la Ley, mientras
que el 5e(Iundo sólo lo está a·1a Constitución, y,por ello, cualquier
afirmación de arbitrariedad O de desviaciÓlJ de poder há de
fundarse., forzosamente, en' alauna reata o principiQ constitucional.
La inconstitucionalidad de la Ley sólo puede deben<. a una
contradicción entre textos positiv~ COD la consecuencia de que la
arbitrariedad n desviación de poder del legislador ha de desembo,-
car en la lesión especifica de aIaún .precepto constitucional. Por lo
demás, la deman@reproCha al Proyecto el que, persiaulendo nomo
fm el impedir el obstruccionismo parlamentario, no haya arbitrado
para ello otros medios correctores de menor alcance que la
supresión del recurso previO;. Aborá bien, ni cabe l'elfODOQ2' como
fines del texto otros distintos a los enunciados ea su pretmbulo, ni.
en todo caso, aquel fin sé reputa inconstitucional en la demanda.
basa aquí sólo en un juiciovalorativo sobre la·oportunidactde la
medidL. .

o. otra paF!e, la demanda viene a ~nocer en ,la LOT.c un·
efecto de petrificación·o congelación. de toda posible innovación
legislativa, entendiendo que ello hallrla de afectar a la supremacia
del llamado ebloc¡ue de la constitúcionali~.Sin emboqo,.,CQm",·

. adD\1ten loa recurrenta, el recuRO prevlJl lUe obra del legisladoclii
orgánico, siendo una alternativa posible en la te8tdación de 1a1L1
competencias del Tribunal Constitucional, y pudiendo aquel lelli.. ;
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18dor modificar, con los mismos requisitos., sus opciones iniciales,
frente a lo que. no pueden oponer los recurrentes sino .estimaciones
extrajuridic~ desde las Que $e enjuicia la oponunidad. meramen­
te, de la reforma.

b) El motivo selundo del recuno es simple prolonaación de lo
expuesto ya en el primero, tratándose ahora de razonar que la
supresión del recurso -previo supone una minoración de las
garantías que han de acompañar • las materias p~ias de Leyes
0'lánicas. Este argumentQ, sin embar¡o, podría aplicarse a cual­
qUier norma o acto juridico que pudiera, eventualmente. ser
invalidado, tras de su adopción, sin que por ello hay. de postularse
que la -eficacia de t0095 Jos actos o disposiciones jurídicas quede
condicionada a su impupaci6R, ni que ésta oPere. por I8nlo. un
efecto suspensivo automático.

El argumento de que COD Janueva resulacióri se produce una
reducción de prantías esconde un juicio valorativo de oportuni­
d.d, que descansa en la idea de que las garantías juridicas eItán
mejor representadas, siempre por la Jeaislación v".,nte que por
cualquiera otra que pretenda sustituirla. la prantia querida por la
Constitución en protección del sistema de derechos fundamentales
viene dada, propiciando la '.:/;,or fijeza y estabilidad de estas
normas, por}. m.yoria cualifi ."querida para If .probación de.! las Leyes olJánicas. El pretender una ri¡ide:z .boolttta para éstas,

, suponiendo la DeCesidad de una refunna constitucional para su
¡. modificación, es doblementeinexaclo: con~a lo establécido en

el .rt. 81.2 de lit Constitución, que permite la modificación de eI\8I
Leyes, con una mayoria .booluta del CoJJpao, y aitúa, además, •
la LOTC al mismo nivel de la Constitución, yuxtaponiendo un
«añadido», .jeno • toda determinación del constituyente, lo que es
una forina de desfi¡urar y desnaturalizar el texto de la Constitu­
ción, al n_le un. abooluta preeminencia en la jerarquía de
.~~ . "..

t
c) Por lo dicho, no es aceptable lo argüido en el tercer motivo

de la demanda, donde se pretende 9ue la existencia de un ~uno
previo resulta de la Consbtución misma, de donde la supresión de
aquél supondria una 'reforma de' ésta. La demanda no identifica

l.. aqul semejante premión constituciona~debiendo advertirse, &de­
f .más,que ....form. constitucional» no es expresión '1ue pueda
~_, emplearse-para calificar cualquier modificación _normativa que le
, estime de importancÍj, habiendo de ceñirse su émpleo parat referine JI cuanto dispone el titulo X de la O>nstitucitlD. que

claramente recula la modificación del enunciado positivo de los
,.f preceptos que contiene el propio teXto const)tucional. '

A ello ha de añadirse que de la propia Constitución ae
desprende el que la fi¡ura del ,"""uno previo contra leyes es, cuando

1 menos. una sinsularísíma excepción a los propiOS principios
básicos sobre los que se diseiian las competencias del Tribunal
Constitucional. Ello es .sí, en primer Jupr, porque el imbito del
recurso de inconstitucionalidad se identifica en la Constitución

~' misma respecto-de Leyes y disposiciones nonnativas con fuerza del Ley Iart. 161.I.a)], sin .Iudir para nada • proyectos o proposicio­
¡nes, tnterpretación que se refiJerza tanto por él Ienor del sesondo
~ pátTalo del citado .rt. 161.1..), como por lo dispuesto en el arto 164
'.. de la misma Constitución. En el mismo sentido ha de decirse que,

siendo la eficacia suspensiva de los recunos contra normas "1 actos
'"_ jurídicos una excepción a la regla de su vi¡encia Jnme,ilata, el

constituyente lo ha dispuesto así expresamente (.n. 161.2) cuando
ha querido recoger <la) criterio excepcional. Por último, cabe
destacar la diferencia entre los arts. 78 Y79 de la LOTC, puesto que
mientras la fi$un. del control previo de inconstitucionalidad tiene
un apoyo positiVO en el arto 95.2 de la Constitución, no ócurre lo
mismo con el arto 79. Así, si se interpreta el .rt.95 de la
.Constitución como instituyente de una. modalidad de control
previo, es claro que el silencio de la Constitución sobre ta misma

. modalidad, referida a Leyes olJánicas y Estatutos de·.utonomía es
expresivo de lo improcedente de la tesis de la demanda.

d) La supoesta ímposibilidad de modificar la LOTC -argu- '
mentada en el cuarto Fundamento de la demahda~ no puede
aceptarse en los térm,in05 e)(puestos,~r los recurrentes. La sumi­
sión del Tribunal «sólo • la. Constitución y • la presente "Ley
orglnica» debe entenderse como alusiva, cienamente, a una
específica víncul.ción del propío Tnoun.1 • los preceptos de la Ley
que, ooncretamente, .regula su actuación, pero ntá sobre todo en
función' del párrafo que precede • este enunciado de la LOTC,
estableciendo .si la índependenci. del Tribunal, respecto de los
demás órganos constitUCionales del &tado, lo que excluye, por
ejemplo, que en cualquier otra Ley distinta de la or¡ánica, que aquí
se considera, puedan establecerse normas· reguladoras de Ja actiVi­
dad del Tribunal o del Estatuto de sus miembros. La .Iusión a <da
presente Ley orgánica». contra lo aducido ~r lós recurrentes, se
"refiere-sólo al título de la Ley, y no al contenido normativo de cada
uno de .us preceptos, no siendo reveladora, por lo tanto, de
propósito alguno de inmutabilidad. ni de la elevación de sus
preceptos al rango de disposiciones constitucionales. No son, por
ello, aceptables las hipótesis .puntadas en la dem.nda acerca de los
riesgos de Que por vía de modificación de su Ley reaWadora

pudi~ra. consumarse. sin remedio, una violación constitucional.
Preclsamente porque eJ Tribunal está sujeto, anle lodo a la
primacía de la Constitución, cualquier reforma de la Ley o.:p.nica
que implicase tal Yulnera~ión de la norma fundamental habria de
ser remediada por el Tribunal mismo, lo que demuestra que la
prant}a ~e la independenc~a de este órgano está en la propia
ConS~ltUCIÓn, y DO, como dice Jademanda, en el predominio de
una mayoría determinada.

e) se dice en la demanda que la facultad de suspender la
aplicación de las !eyes -recurridas es una competencia f(implícita)~

deJ Tribunal. Est{i afll'lJ18ción DO OQnftgura, ante todo. un motivo
de ilt)puanación, consistiendo.tólo _en una invitación al Tribunal
dirigida a considerar vigente la norma reformada, aun después de
$U explícita deropción. En eStos términos, el alegato es incongruen­
te con la pretensión hecha valer en la. demanda, porque el «poder
implícito de suspender» sóJo será compatible con la desestimación
del propio recurso.

De otra parte, la !eOria de los poderes implicitos :...Iesarrollada
sobre todo en los EE.UU. en el ámbito de la distribución de
competencias entre la Federación y los Estados y.plicada también
en el_ Derecho continentaJ europeo- tiene su. espacio propio en el
4erreno de la ordenación de competencias territoriales (y así ha sido
.pücado por I.s Sentencias del Tribunal ÜlDstitucional de 16 de
noviembre de 1981 y de 22 de julio de 1982, entre otras), pero. al
-márgen de este ámbito, su operatividad es muy dudosa y, desde
lueao, dificilmente concebible en la actuación de Jos poderes
nauroaamente sujetos al principio de k:p1idad, como el Ejecutivo
y el Judicial. En todo caso, es· plenamente improcedente pretender
.p~i~ este principio .a~ presto.te su~~' porque la comax:t.encia
:pnnapal a cuyo serviCIO estar1a la «J.mphcnu -la declaraclon de
conformidad o diaconforinidad a la Constitución- DO se ve
perjudicada por la ausencia de un mecanismo suspensivo. .

Tampoco son pertinentes los argumentos aducidos en pro de
~ta conclusión y • partir del texto de Jo propia Constitución. "-'l.
el 8Ft. 163 de ésta probibe para las cuestiones de inconstitucionali­
dad toda clase de efectos suspensivos, pero el efecto de esta norma
es ümitar la posibilidad de que el planteamiento de una cuestión
pueda im~car l. inaplica6ón de la ley <:uestionada en oiroo
imbÍlos diferéntes al proceso en que se plantéa. Se trata' de un
trámite fundamentalmente dirigido frente al leaislador .orgánico y
que, en tal sentido, no tolera ·una interpretación directa 4C8 sensu
contrari"" de los demás tipos de procesoeonstitucional. Las demás
ar¡umentaeiones de la demanda en este punto se presentan, en fin.
como juicios de mera oportunidad, tendentes • justiflC8r la
«necesidad y -conveniencia» ~ la facultad· de suspensión. frente a
-ello, ha de decirse que la eficaz sujeción del Tribunal Constitucio­
nal a su Ley oraluiica· le impediría, bajo la invOCación de ·estos
principios, acordar decisiones de 'suspensión de leyes contra una
prohibición terminante. En todo caso; 18 discusión de esta cuestión
es, incluso, ajena a este proceso, presuponiendo la propia desesti~

mación del prese.nte recurso, .
Por lo dicho, solicita el Aboaado del Estado la desestimación del

recurso, .declarándose la conformidad a la 'Constitución de la
Proposición de Ley objeto del mismo.

~ptimo.-Por Providencia de' 28 de febrero, 'la SecQón acordó
dar vista a las partes de la documentación recibida del Congreso de
los Diputados para que en el plazo común de diez días expusieran
lo que esúmasen procedente respecto de dicha documentación.

Octavo.-En escrito de 14 de marzO evacuó su~ alegaciones el
Comisionado de la parte recurrente en los términos que siguen:

.) De la docusnentaeión recibida del Co_ "" deduce con
toda evidencia la fin.lidad pretendida por el GruPO Parl..mentario
Socialista al preaentar l. I'roposición de Ley impugn.da. Con tndo.
ha de denunciarse una vez más por los recurrentes la práetiQa
viciosa y rechazable de que el Gobierno o, en este caso, el Grupo
Parlamentario Socialista no remitan al Tribunal los anteeedentes
que han servido de base para l. elabocación del Proyecto o
Proposición; lo que permiuri~ un mejor enjuiciamiento de su
constitucionalidad. Ello es tanto más Importante en el presente
caso por cuanto te trata de apreciar la .rbltrariedad del lesislador.
para lo que es conveniente conocer toda la documentación relativa
a la elaboración del texto .con _terioridad a $u presentación
parlamentaria, documentaci6n.q'u~ ha de solicita.rse eo este mo--
mento. ,.

b) De -otra parte, la fundamentaeión del motivo segundo del
recurso Se ha visto también. plemimente confirmada por la docu­

.mentación remitida por el Congreso. Se apreci.a, así, Cómo los
Diputados del Grupo' Parlamentario Popular hicieron presente en
el debate los pe1i¡p'os que imp1icaba para la tutela de los derechos
y libertades recogidos en el Capitulo Segundo del Titulo 1 de l.
Constitución ,la supresión del recurso previo. Estas hipotéticas
consecuencias neptivas deben tenerse ahora en cuenta por parte
del Tribunal, así como "las que afectarían también a los Estatutos
de Autonomía y al Régimen Electoral GenmU, materias¡ éstas
igualmente reservadas por la Constitución a la Ley orgánica.



24 Miércoles· 5 junio 1985 BOE núm. 134. Suplemento

c) Por último, l••cusación de obstruccioni.mo f6rmulada por .
la mayorla frente al empleo del recuno previo por ...parte de la
oposición ha de ser. desvirtuada, teniendo en cuenta que han sido
ocho los recunos· de este carácter interpuestOl por el Grupo
Popular del Congreso. y del Sen.do ti'ente • un total de yeintilIt.
Leyes orgánicas no recurridas y 'promul¡adas durante la'presente
legislatura. Queda así contrariada la imputación de abuso quC" se
manifiesta en algunos pasajes de la discusión parlamentaria.

.,

Noveno.-Por escrito de 12 de marzo, el. Abogado del Estado
m.nifestó, re.pecto de la docwitentación reeibida del Congreso de
lo. Diputado., no tener nada, que..•ñadir • .u. precedentes

.I~:::'~:-La Sección.¡:~·.... 'Providencia de 20 de marzo,

.cordó incorporar. loo .utos los escritos de las partea presentados
en cumplimiento de la .udienci. ~oncedida por Providencia de 28
de febrero, ••i como denepr l. petición formulada en el escrito del
Comisionado señor Ruiz Gallardón en rel.ción ·con los posibles
.ntecedentes de la ProPosición de Ley impugnada por cuanto· los
mismos. de existir. DO forman parte· de la documentación que
recose la tramitación de la Proposición de Ley.

Por Providenci. de. 10 de .bril, la misma Sección Tercera
declaró conclusas las actuaciones; .. .

Undkimo.-Por Providenci. de 16 de m.yo· se señaló para
deliberación y f.1I0 el di. 23 del mis",o' mes.

11. FUNDAMENTOS JUR[D1COS ,

Primero.-El presente recurso se apoya en cinco motivos distin..
tOl; aunque conexos entre sí. que resumirnos-en el punto segundo
de lo. antecedentes, y • los cuales el Abosado del Estado ha dado
respuesta tambim sepsrtda (punto se.to de los .ntecedentes).
Respetando esta estructura. analizaremos en este punto el primero
de los motivos aducidos para so.tener l. incon.titucionalidad eL: la
Ley, consa¡rando a continuación uno a cada uno de los restantcl.

El JlI:imero de lo. motivos, el de que el Proyecto de Ley implica
un. vlol.ción del principio de interdicción de l. arbitrariedad de
lo. poderes públicos que con..".. el ai1. 9.3 c.E.. se .poya en l.
idea fundamental de que la interdicción de la arbitrariedad, que
oblip tambim al leai.lador. se produce no' sólo cuando se viola el
principio de igualdad, .ino también, .un Sin violación de ese
principio ni de nin&úD otro precepto concreto de'la Constitución,
cuando el fin persesuido por la Ley es constitucionalmente ilicio.
o constitucionalmente inadecuado. o éu.ndo h.y una despropor­
ción. entre.el fin que se persi¡ue y los medios establecidos para.
.lcanzarla·' . "- . -, ' .

A partir de' esta idea se postula l. inconstitucilinalidad del
Proyecto por entender que el fin que cmi él se peni¡ue es
constitucionalmente inadecuado, ilicito y servido además eón
medios desproporcionados. ' . ' ,

ESle razonamiento DO puede ser aceptado ni 'en ·su punto de
partida, ni en su consecuencia.. _

Como es evidente, la noción de la· arbitrariedad no puede ser
utilizada por la jurisdicción constitucional sin introducir muekas
correcciones y matizaciones en la construcción que de el~a ha hecho
la doctrina del Dere<;ho Administrativo. pues no es la mi.ma la
•ituación en la que el' 1eBisl.dor se encuentra~ de la
Constitución. que aquella en l. que se hall. el Gqblemo. como
titul.r del paderreglamentario. en relación con la Ley.NQ es
necesario, sin embarao, entrar aquí en el anAlisis. de este problema,
pues aun aceptando, a meros efectos dialécticos, que la arbitrarle-·
dad sea ·predic.bIe' de las 1eyes' cuando' se dan en éstas las
circun.tancias que el recurrente señala, el Proyecto aqul impullDado
sólo seria constitucionalmente ilegitimo por su arbitrariedacfsi su
finalidad y lo. medios con los que la sirve .doleciesen realmente de
los defecto. que el recurrente les imputa. Nos limitamnol, por
tantO, al análisis de estas impu'taeiones. :

El fin peneguido por el Proyecto es. ""ún el recurrente', que
.poY. .u .serto en párrafos de la E.posiClón de Motivos de l.
Propo.ición de Ley que lo origiDó y en m.nifestaciones hechas en
el curso de los debates parlamentariOS; el de oimpedir el obstruccio­
ni.mo parlamentario que, ....... la mayoriO, practica la minoriD.
E. este el fin delq~ se ~ca la inadecuación constitne:iQ""' y la
ilicitud (o' ausenCIa de hcitud).." ' ,.

Prescindiendo de analizar la compleja cuestión de si la.finalidad
de las leyes que elluez constitucional ha de tomar en consideración
para .preciar .u v.lidez es la finalidad mediata (la que el
recurrente, con .14un. imprecisión en el empleo de los COlICéptOl,
define en lo. térmIno. antes referidos) o sólo 111 inmediata (ee .....
c.so, l••upre.ión de un determinado instrumento proeesaI) y sin
cuestionar tampoco la exactitud de su afirmaación en cuanto a cuál '
se., en este c.so, l. fin.lidad mediatamente perseeuida por la Ley•.
l. verdad es que la argumentaciiln con la que el ,-,,",nle intenta
h.cer derivar de tal finalidad la inconstituáonalidacl del Proyecto:
impUlftildo. dista mucho de ser oonvincente.. t

Reprocha en efecto .. e.ta fin.lidad, en primer lu.., Sil rol!" de'

.decuación constitucional. E. claro. sin emba'llo, que tal f.lt•. de
adecuaci6n sólo puede ser la conclusión del silogismo.· nunca su­
premisa. El recurrente, que no la hace derivar de la vulneración de
ninJÚn precepto concreto del texto constitucional, la defiende con
el .rsumento de q\1e Aunque el legi.lador pudo no h.ber cieado
nunca el recurso previo, una vez introducida·tal fig"ra en nuestro _
ordenamiento, se ha incorporado al bloque de la constitucionalidad'
y sólo puede ser afectada por medid•• que re.ulten .decu.da.·.•1
texto constitucional «y es claro que tal adecuación no existe cuando
l. razón de. la supresión del recurso previo es para evitar un
pretendido obstnIccionismo parI.mentario... Prescindiendo,: un.
vez más, del anAlisi. de una noción complej., la de «blnque de l.
constituciOnalidad>o que Iw:e ~ferenci•• un conjunto de di.po.i,
·cione. utilizables como parámetro de.1a legitimidadcon.tituclonal
do·1as leyes, pero no a contenid~ normativos concretos que'no
puedan ser modifl~ de .cuerdo con el proceditniento previ.to
seaúD la naturaleza de· cada di.posición. es evidente que el
razonamiento se hace aciul circular y carente; por tanto, de poder
.uasorio. poes la' afirmación • demostrar (la de la lI.m.da"
oinadecuación constitucjonabo de l. fin.lidad perseguida por l. ley)
se ofrece como eonsectlencia lógica' de esa afirmación..
· . La ilicitud constitucionlil de la finalidad lepI es, en opinión del
recurrente', consecuencia de la desproporción ..i.tente entre l.
mi.ma y los medios arbitrados para conseguirla, que, en 'U'
opinión,· se hubiera conseguido también, con menOr sacrificio de ."
l•• _tlu constitucionales que el recurso previo imp'lica, .i. al ¡
suprimirlo. se hubiera otorxado • este Tn'bunal la poS1bilidad de
.uapender la vi¡encia de lasleyes imJ?U&l!adas o. manteniéndolo. se~
le hubiera atribuido caricter sumano. Es evidtnte, sin embarao,
que esta desproporción de los medios emple.dos por el legi.lador
para aIcanzü el fin que se le .tribuye es, en los términos en.que el
recurrente la ofrece. resultado.de UD juicio pofitico. en cuyo mérito
este Tribunal no puede entrar. La desproporción entre el fin
oerseauido y los medios empleados para conseguirlo sólo puede dar
Iuiar-.un el\Íuici8ll1ienlopoi' este Tribunal.cuando esa falta de
proporci6n implica un Sacrificio excesivo e innecesario de derechos
que la Constitución _tizo. Como ello no es ••i, el .rsumento no
permite sostener. ni la ilicitud del Proyecto, ni. comQ también el
recurrente~ su falta.de «adecuacióq con.titucionallO.

La despro~ón de los meclios utilizados psni loarar la
.u......... finalidad de oimpedir el obstruecioni.mo psrlamentariOlO
da lupr • UD último argumento dentro de este primer motivo: el ,
de que al eliminar el recurso previo 'se, lesiona un «bien constitucio-- 1
nalmente protegido1o. noción que' en e[ conte.to~ hacer i.
referencia al COI\ÍUDto. de _tIu con que la ConSlltución .rodea
• los derechos fundamentales. Como este .rsumento es tamblm el
núcleo del secundo de loi motivos de la impugnación, lo .n.lizare- i
mos en elsi¡uiente fundamento. "'. ,..
~do.- El segundo motivo con el que se' PrCtende argumeo-., •

tar la mconstltucionalidad del Proyecto de Ley e. el de que, .iendo
«la existenqa de tm reclino ¡x:evio con efectos suspensiv~ cont~1 ...
Proyectos o Proposiciones de Leyes orgánicas una el<i¡encia impll. '.
cilá de la neceaaria _tía de.constitucionalidad de las materi.. •
~piaa de las Leyes orpn¡...... .u .upre.ión es un. «violación f'
Indirecta de. la Con.titueió1llO. La ....i¡encia implicilalO de la que .
todo el atBumento¡íende seria,.SU vez, IIna illlplicación necesaria . ' •
del mayor. vlilor que la Constitución .tribaye ., los derechos
fundamentales. . .
· El punto de ~da del·ruo.oaniiento, d «mayor,valol»·de loa ~
derecJw,' fupdame,,~ resulta, .in duda. correcto. i>'!ro "O Osi l. f'
dedUCCIÓD que a psrtir de el se construye, l:1 lupr prlVllesiado que "
en la economía aeneraJ de nuestra ConstitucióD ocupan los
derecho. fundamenta)es y libertade. públicas que en ell. se
con......... esté. fuera de toda duda. Dé ello resulta no tólo la
inconstitucionalidad.de todos llCluellos acl/lS del poder,cua)<¡uiera
que sea su naturaleza y raDIo" que los lesionen, sino también .Ia
necesidad, tantas veces procl.mada por este Tribuna~ de interpre-
tar la Ley en l. forma más favorable • l. maximalización de 'u
contenido. De este «mayor valor» no cabe dedUcir, sin embargo, la
«exi¡encia constitucional implícita» de una institución que, como
l. del re<;uno previll. no esté destinada • aseaurar la croteceión
judicial de loo ciudadanos que se sienlaJl efectivamente estonados
en sus derechos fundamentales, sino a resolver en esta jurisdición
las diferencias exi.tentes entre órpnos constitucionales (o partes de
ellos) en cuanto a la interpretación de los preceptos cenSlltuciona-
les, 8lI1pliando aaí, no cqntra la Constitución, pero .i al m"'n de .'
ella; el ámbito del recurso- de inconstilucionalidad que ésta lart..
161.1..) y 162.1..») instauró. Si. como hemos dec1aradQ (Sentencia

.42/1982, Fundamento 3)'1a conS8lf8clón constitucional: de un
derecho no es butante para crear por si misma recunos ine.;.ten-
tes, tampoco ...1mayor valOllO de [os derechos fundamentales en su
col\Íunto permite considera< imp1ic;i1al en la Constitución' insU.·tu.,;
ciones de _tia que ésla e>p1Icitamente IIQ I!a c¡eado.' . , . 1

Ten:ero.-Como tercer motiva de su impuanaetón ele la Ley' "
orpnk:a' qDe' suprime el recurso' previo de inconstitucionalidad'''.:
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contra Estatutos de A\1lonomía y Leyes .or¡ánicas. es¡rimen 'los
recurrentes la consideración de que tal su'presi6n «posibilita el
fraude constitucional consistente en proceé:ler a la reforma de
nueotro primer Cuerpo 1...1 sin- necesidad de 'liustarse a los
trámites exi¡idos en el arto 1~8 de la Constitución Español....

Tal ~lJumento, de 1er aenerali.ado y llevado a su extremo
16¡ico, oblipña a extender·el Ambito del recurso previo, para bacer
iftipu....bIe en esta vla no sólo todas las leyes (fuesen orpnicas o
no), SIno incluso cualquier acto del poder, de manera que quedase
en suspen$9,.hasta nuestra decisión, la vi¡encia de las normas o la
ejecutoriedad de los actos acerca de cuya adecuación constitucional
un actor cualificado tuviese dudas, pues es evidente que cualquier

.norma y aun un simple acto, pueden ser utilizados 'como instru­
mento para modificar el regimen de los poderes. o incluso el
émbito de los derechos. I¡uafmente evidente es, sin em~ que
los actos o las normas que emanan de poderes lealtimos dISfrutan
de una presunción de leaitimidad, que si bien puede ser cuestiona·
'da por quien entienda lOS derechos vulnerados por a<juéllos o éstas
(yen el caso de las leyes, también por aquellos le¡itimados para
interponer el recurso de incon'stitucionalidad). obliga a considerar
como excepcional la posibilidad de suspender su vigencia o
ejecutoriedad. Esta presunción es, además, tanto más enérgica

,. cuahto més directa es la conexi6n del órpno con la voluntad
popular y ll...·por eso a su ¡rada méximo en el caso delle¡islador.

.. que lo es, precisamente, por .... el representante de tal voluntad.

l
Como el le¡islador esté V1oculado por la Constituci6n la constata­

.. ci6n de·que la Ley la ha intiiJWdo destruye la presunción y priva
. de todo valor a la Ley, pero mIentras tal constataci6n no se haya

r
:producido, toda suspenSl6n de la eficacia de la Ley. como contraria
a dicha presunción, ha de ser considerada excepcional, lo que

. natUralmente iIPPide ver en ella una consecuencia necesaria general
. o aeneralizable, de la primada de la Constitución. .

,. - Cuano.-E1 cuarto motivo de impugnación es el de que la
.. supresión del recurso previo es contrana a la necesaria independen-

t cía del Tribunal Constitucional. La contradicción. vendría, aparen­
. temente. de una parte. del hecho de que la supresi6n del recúrso
previo dejarla a este Tribun,.1 inenne ante una futura reforma de

11: su propia estructura; de la otra, de la ile¡itimidad de una modifica­
, ción' de la Ley or¡ánica del Tribunal Constitucional que no viene
i impuesta por la consideración de que el sistema por ella establecido
't- no ,cumple los objetivos constitucionales, o es, simplemente"
t incOnstitucional. Nin¡una de estas alegaciones puede ser a~tada.
• Si esa hipotética reforma futura de la estructura del Tnbunal

Constitucional fuera concorde con la Constitución, no podtia este
f mismo Tribunal oponerse a ella; si no lo fuera, no podría

considerarla le¡itima.
De otra parte, es también 'Claro que, sea cual sea el lugar que la

Ley arsénica de este Tribunal ocupa en el llamado bloque de la
constitucionalidad, .su contenido es disponible para el legislador y
que, en consecuencia, dentro del respeto a las normas constiiucio-,

t
r
,

·10383 CORRECClON de errores en el texto de las sentencias
}. del Tribunal Constitucional publicadas en el suple~
¡ mento al «Boletín Oficial del Estado» número 119, de

18 de mayo d. 1985.

Advertidos errores en el ~xto de las sentencias del Tribunal
Constitucional publicadas en el suplemento al «Boletín Ofic.ial del
Estado» número 119, de 18 de mayo de 1985. se transcnben a
continuación las oportunas rectificaciones:

En la página' 2, primera columna, párrafo segundo, linea
segunda, donde dice: «Por la comisaría», debe decir: «Por comisa-
ri~. .

En la página 2, primera columna, párrafo octavo, línea 16.
donde dice: «imputable», debe decir: «imputado».

En la página 2, primera columna, último párrafo, última línea,
donde dice: «Grupo del Comité por la Libertad de Eo<presión».
debe decir. «Grupo del Comité por Libertad de Expresión».

En la pé¡ina 5, segunda columna, penúltimo pirrafo. línea
cuarta, donde dice: «harantías», debe decir: «garantias».

En la página 6, p'rimera columna, párrafo segundo, linea 11,
donde dice: «la finclón», debe decir: «la función». .

En la página 7,· primera columna, párrafo Quinto, penúltima
línea, donde dice: «dietar», debe decir: «dictará».

. En la pé¡ina 7, ségunda columna. pirrafo segundo, línea 16.
donde dice: «judicial en uso de su», debe decir: «judicial pueda en
uso de su».

El) la página 8, segunda columna, párrafo tercero, lineas
segunda y tercera, donde dice: «Luis Díez·Picazo» y 4CAntonio
Troyol Sera», debe decir: ~uis Díez·Picazo y Ponce de LeóO)~· y
cAntonio Troyol SeITll» respectivamente. .

nales y a la inde~ridencia ~ fun~i6n del Tribunal. puede introducir
en ella lo.¡ amblos O modificaCiones que entJenda oportunos, sin
que haya de limitarse a aquellos indispensables para evitar la
iACOt1stitucionalidad o .seaurar el cumplimiento de los objeti vos
constitucionales. ,.

Qulnto.-En último lugar, ni...n los recurrentes la constitucio­
nalidad de la Ley por considerar que «la licultad de suspensi6n eslli
implltita en I'!. caracterización eópstitucional del Tribunaho. de tal
modo que dicha facultad no sería sino. un «poder implícito» del
mismo. . .

No es _rio OIItrar a discinir la apliCabilidad de la doctrina
de fos poderes implícitos cn- nuestro IÍstemá constitut;ional, en
general, y, dentro de él, en las· Rlaciones interorpnicas. en
particular; pues, como es evidente, _ a'JUmento, oea cual tuere
su valor intrínseco. no permite ex.traer Bi.D&una conclusión a favor
o en contra del recurso previo <le inconstitucionalidad. Este no
otorga al Tribunal Constitucional facultad alguna para suspender
las leyes por la buena y simple raz6n de que no tiene por objeto
leyes, sino proyectos de ley aprobados ya por las Cones, pero no
sancionados ni promulgados. El Tribunal no puede suspenderlos
porque no están en visor. lo que explica que respecto de ellos
tampoco se le otollue la facultad de levantar o mantener la
suspensión automáucamente producida, como en otros casos
ocurre. Pero aunque, efectivamente, la actual retulación del recurso
previo de inconstitucionalidad otorgase a este Tribunal la facultad
de suspender leyes, si tal facultad hubiera de entenderse implícita
en su propia naturaleza constitucioD81, es claro que la supresión del
recurso en nada le afectaría y que, por consÍlulente, es irri~ible
extraer de ella consecuencia alguna respecto de le ,licitud o Ilicitud
constitucional de tal supresión., >

FALLO '-

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional POR
LA AUTORIDAD OUE. LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPANOLA•

Ha decidido:

Desestimar el recurso.

Puhlíquese esta Se~tencia en el .Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a veintitrés de mayo de mil nov.ecientos
ochenta y cinco.-Firmado: Manuel García~Pelayo y Alon­
sa.-JerÓnimo Arozamena Sierra.-Angel Latorre Segura.-Manuel
Die. de Velaseo Vallejo.-Francisco Rubio Uorente.-Gloria Begué
-cantón.-Luis Díez Picaza y Pc;mce de León.-Francisco Tomás y
Valiente.-Rafael Gómez-Ferrer Morant.-Angel Escudero del Co­
rral.-Antonio Truyol Serra.. -Francisco Pera Verda­
guer.-Rubricados.

·Enla página 9, segunda columna, párratos sexto y séptimo, línea
primera, donde dice: -«Undécimo» _y _~Duodécimo», debe decir:
4<Decimoprimero» y «Decimosegundo» respectivamente. _ _

En la página 12, se,unda columna, párrafo primero. lineas
tercera y cuarta, donde dlce: ~derecho la VIda» y «Que a protección
del derecho», debe decir: «derecho a la vida»'y «Que la protección
del derecho».

En la pé¡ina 16. segunda columna, pirrafo primero, linea
segunda, donde dice: «-recur», debe decir: «-recuer».

En la página 19, primera columna, último párrafo, primera
. línea, donde dice: «Por su parte,»,;debe decir: «Por una pane,».

En la pégina 19, segunda columna, pirrafo segundo. línea·
séptima, donde dice: «Se un bien», debe decir: «de un bien».

En la página 20, primera colummí, penúltimo párrafo, línea 16,
donde dice: oKpuedto de manifiesto», debe decir: «puesto de
nanifiesto».

En la página 22, segunda columna; párrafo cuarto. línea tercera,
donde dice: crezonamiento», debe decir: «razonamiento».

En la pé¡ina 22. qunda <:i>lumna, pirrafo séptimo, linea
primera, donde dice: «existencia», debe decir: «exigencia».

En la página 23, primera columna, pArrafo QUinto, antepenúlti­
ma línea, donde. dice: «evidente», debe decir: «evidentemente».

En la ·pé¡ina 24, segundra columna, pirrafo cúAno. penúltima
línea, donde dice: «g(8vamente», debe decir: tKgravemente».

En la página 25, segunda columna, último párrafo, líneas sexta
y séptima, donde dice: «amplazamiento» y «aplicaciófi»), debe
decir: «emplazamiento» y «apelación» respectivamente.

En la página 26, primera columna,' párrafo_ cuarto, línea 12,
donde dice: «$Onsecuencias», debe decir: «conSecuencias».

En la página 26, segunda columna, penúltimo párrafo, pemilti·
ma línea, 40nde dice: «cometida», debe decir: «sometida».


